ACCIÓN DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 91
RADICACIÓN: 66001311800120190007101

ACCIONANTE: CRISTINA ESCOBAR TORRES  
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / NÚCLEO ESENCIAL / RESPUESTA OPORTUNA Y DE FONDO / SE DECLARA CUMPLIDO EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se emita…
Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no da respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la contestación se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración. (…)
La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, establece: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”. 

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En dicho evento, así habrá de informárselo al peticionario…
… se puede concluir que si bien la respuesta no se dio en los términos esperados por la accionante, de todas formas sí se ofreció una respuesta de fondo a su petición, toda vez que el requerimiento que le hizo el Ministerio a la accionante se puede catalogar como comprensible y preciso -le indicó qué documentos debía aportar y en qué condiciones-, por tanto, no le corresponde al juez de tutela determinar si en realidad los documentos que en su momento aportó la señora Cristina Escobar reúnen o no los requisitos exigidos, máxime que contra la determinación que declaró el desistimiento tácito proceden los recursos de ley, y corresponde por tanto a la accionante discutir por esa vía el acatamiento a esos requisitos.  

Es claro para el Tribunal que el Ministerio de Educación Nacional procedió a emitir una respuesta y la puso en conocimiento de la interesada, pero ese proceder no constituye una carencia actual de objeto, sino el cumplimiento de lo ordenado por el juez en cuanto al momento de proferirse la sentencia aún no había cesado la vulneración del derecho de petición objeto de amparo.
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Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (05) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 409
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora CRISTINA ESCOBAR TORRES.

2.- DEMANDA 

Los hechos que plantea la señora ESCOBAR se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) en junio 20 de 2018 presentó ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL convalidación de su pregrado en administración e intercambios internacionales que realizó en la Universidad de París, la cual quedó radicada con el No 2018-0011219; (ii) la traducción de las calificaciones tiene fecha julio 07 de 2018, la cual envió a esa entidad en octubre 04 de 2018; (iii) en octubre 17 de 2018 se le comunica que no aportó el certificado de calificación apostillado y le sugieren volver a radicar la solicitud; (iv) por desconocimiento omitió enviar el documento solicitado; sin embargo, en febrero 26 de 2019 radicó nuevamente la petición, y en abril 17 recibió respuesta por correo electrónico en la cual le informaban que el estado de la actuación pasaba de convalidación a prevalidación; y (v) posteriormente, en mayo 07, le notificaron una respuesta que no resuelve de fondo su solicitud.
Solicitó la protección de los derechos fundamentales a la dignidad humana, trabajo y petición, y que en consecuencia se ordene a la parte accionada convalidar el título de pregrado, toda vez que no puede desempeñar su profesión en Colombia.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió traslado a la entidad accionada y vinculó oficiosamente a la SUBDIRECCIÓN TÉCNICA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL.
El Jefe Oficina Asesora Jurídica del MINISTERIO DE EDUCACIÓN solicitó se deniegue la acción de tutela, y manifestó que la viabilidad de la convalidación debe realizarse por medio de la página web en la plataforma VUMEN. El proceso de convalidación comienza con la decisión positiva de viabilidad y el término se cuenta a partir de la acreditación del pago de la tarifa fijada para el trámite.

Bajo el criterio de razonabilidad en el plazo y dada la complejidad del trámite, el retardo en la respuesta es justificado si se toma en consideración que por los fenómenos relativos a la migración e internacionalización de la oferta educativa, dicha cartera ministerial se ha visto desbordada por el aumento exponencial en la cantidad de solicitudes de convalidación de títulos presentadas en los últimos años, circunstancia que hasta el momento constituye un hecho insuperable.
Cuando la mora administrativa es justificada, como ocurre en el presente asunto, no se configura una afectación del derecho fundamental de petición, dada la imposibilidad de atender las solicitudes en los tiempos establecidos.

3.2.- En providencia de agosto 02 de 2019, el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes tuteló el derecho fundamental de petición, y ordenó al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL -SECCIÓN CONVALIDACIONES FORMACIÓN UNIVERSITARIA- y SUBDIRECCIÓN TÉCNICA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD, que en el término de los cinco días siguientes resuelva en debida forma la petición radicada por la señora CRISTINA ESCOBAR; respuesta que puede acceder o no a lo pedido.
Para llegar a la anterior determinación, el despacho consideró que ha transcurrido un plazo mayor a cinco meses desde la radicación del documento objeto de esta acción de tutela, sin que se haya proferido la respuesta debida según los parámetros legales y acorde con lo que se solicita.
4.- IMPUGNACIÓN

El MINISTERIO DE EDUCACIÓN por intermedio de la asesora jurídica impugnó la decisión, y solicitó que se declare la carencia actual de objeto por hecho superado, a cuyo efecto argumentó:

Mediante comunicación PR-TS-2019-0004897 le solicitaron a la accionante que aportara los documentos faltantes para continuar con el proceso, razón por la cual la entidad está a la espera de una respuesta de la señora ESCOBAR.
La accionante cuenta con un mes para adjuntar lo requerido, y si en dicho término no lo hace, el Ministerio dará aplicación al artículo 17 de la ley 1755/15; es decir, se entenderá la solicitud como desistida y se archivará el expediente. Lo anterior se comunicó a la accionante en julio 29 de 2019 por intermedio de la empresa de mensajería 472.

Para poder continuar con el proceso de convalidación de títulos en el exterior, en especial lo referido a títulos del área de la salud, se debe cumplir con la totalidad de los requisitos; en consecuencia, el requerimiento que se hizo a la accionante no fue por un mero capricho, sino por una obligación legal.

No existe ninguna vulneración de derechos fundamentales y se presenta la carencia actual de objeto por hecho superado, toda vez que se acreditó el cumplimiento de la sentencia.

Posteriormente la entidad insistió acerca del cumplimiento de la sentencia de primera instancia, toda vez que si bien la accionante en agosto 10 de 2019 aportó los documentos requeridos, en agosto 12 se dio aplicación al artículo 17 de ley 1437/11 que hace alusión al desistimiento tácito, por cuanto los nuevos documentos no cumplían los requisitos exigidos en la Resolución No 20797 de octubre 09 de 2017.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición reclamado por la señora CRISTINA ESCOBAR TORRES. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se emita. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no da respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la contestación se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

Es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con su núcleo esencial, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los temas que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que se deben agotar para contestar en debida forma la petición. En ese sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que consagra la Constitución
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, establece: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”. 
Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En dicho evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además las razones que impiden responder a tiempo, y la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, es decir, una respuesta de fondo
. 
De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se aprecia por la Sala que lo solicitado por la señora CRISTINA ESCOBAR consiste precisamente en que se dé una respuesta de fondo a su solicitud de convalidación de título de pregrado en Administración e Intercambios Internacionales -Comercio Internacional-, realizado en Francia.

El juez de instancia al analizar el caso concreto decidió tutelar el derecho fundamental de petición, por cuanto la entidad no se ha pronunciado muy a pesar que la petición se radicó desde febrero 26 de 2019, y además concluyó que no existía prueba de haberse informado a la demandante acerca del motivo para ese retraso. A su turno, la demandada intenta justificar la no respuesta oportuna en la falta de diligencia en cabeza de la accionante.
De acuerdo con lo anterior, se debe precisar que efectivamente la entidad en principio omitió comunicarle a la accionante el motivo por el cual existía un retraso en dar respuesta a su solicitud, y ante esa situación es clara la afectación del derecho fundamental de petición. No obstante, y en atención a la solicitud de decretarse un hecho superado por la existencia de un desistimiento tácito en virtud del aporte irregular de una documentación, se debe decir lo siguiente:
El hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección
.

Según lo ha determinado por la H. Corte Suprema de Justicia, si la vulneración cesa después de emitido el fallo de primera instancia, no se presenta la figura del hecho superado sino el cumplimiento del fallo que amparó los derechos afectados o amenazados
.

En este asunto se observa en síntesis la siguiente secuencia: (i) la accionante en febrero 26 de 2019 elevó una solicitud ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN de convalidación de un título profesional culminado en una Universidad de Francia; (ii) transcurrido el tiempo establecido la entidad no se había pronunciado, lo que motivó a la accionante a interponer la acción de tutela; (iii) con posterioridad a la sentencia de tutela que ampara el derecho, la entidad accionada requirió a la señora CRISTINA ESCOBAR para que aportara los siguientes documentos: “1. original o fotocopia del diploma del título junto con la respectiva apostilla o legalización por vía diplomática, el documento adjunto no tiene la traducción, 2. original o fotocopia del certificado de calificaciones junto con la respectiva apostilla o legalización por vía diplomática, el documento adjunto no trae la respectiva apostilla del país de origen, y 3. original o fotocopia del certificado de calificaciones junto con la respectiva apostilla o legalización por vía diplomática, el documento adjunto no trae la respectiva apostilla del país de origen”. Además de lo anterior aclaró que los documentos otorgados en idioma distinto al castellano deben estar traducidos por traductor o interprete oficial; y finalmente (iv) con posterioridad al trámite de la impugnación el MINISTERIO DE EDUCACIÓN informó que la accionante aportó los documentos sin el lleno de los requisitos y por tanto se dio aplicación a la figura del desistimiento tácito.  
De lo dicho se puede concluir que si bien la respuesta no se dio en los términos esperados por la accionante, de todas formas sí se ofreció una respuesta de fondo a su petición, toda vez que el requerimiento que le hizo el Ministerio a la accionante se puede catalogar como comprensible y preciso -le indicó qué documentos debía aportar y en qué condiciones-, por tanto, no le corresponde al juez de tutela determinar si en realidad los documentos que en su momento aportó la señora CRISTINA ESCOBAR reúnen o no los requisitos exigidos, máxime que contra la determinación que declaró el desistimiento tácito proceden los recursos de ley, y corresponde por tanto a la accionante discutir por esa vía el acatamiento a esos requisitos.  

Es claro para el Tribunal que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL procedió a emitir una respuesta y la puso en conocimiento de la interesada
, pero ese proceder no constituye una carencia actual de objeto, sino el cumplimiento de lo ordenado por el juez en cuanto al momento de proferirse la sentencia aún no había cesado la vulneración del derecho de petición objeto de amparo.

En esas singulares circunstancias, la Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), como quiera que lo que se presenta es el cumplimiento de la orden impartida al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL en la sentencia de fecha agosto 02 de 2019.

6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), pero se declara cumplido el fallo. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

DUBERNEY GRISALES HERRERA 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Por vía de ejemplo, la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.


� Sentencia T-085/18.


� CSJ STP, 28 ago. 2018, rad. 100.067 “[…] Recuérdese, entonces, que los eventos en mención, entendidos como hecho superado y cumplimiento del fallo son disímiles y excluyentes, de manera no es posible pretender que, en sede de segunda instancia, el superior jerárquico de la autoridad judicial que emitió el pronunciamiento de tutela, evalúe el segundo de ellos -que fue lo que ocurrió en este asunto-, como uno de los escenarios de aplicabilidad del primero[…]”


� Folio 21 Cuaderno de segunda instancia.
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